MANIFIESTA. FORMULA RESERVAS. CASO FEDERAL.

Señor

MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y

SEGURIDAD SOCIAL DE LA NACIÓN

Sr. Jorge TRIACA

S             /          D.

Ref. 
Expte. N° 1.750.939/2017
De nuestra mayor consideración:






RICARDO GÜELL, en representación de la ASOCIACIÓN DE INDUSTRIALES METALÚRGICOS DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (ADIMRA), conforme lo acredito con la copia de poder [●] que en copia acompaño (declarando bajo juramento es fiel reproducción de su original y conserva plena vigencia), con domicilio constituido en la Avda. Alicia Moreau de Justo n 400, 3° piso, de esta Ciudad Autónoma de Buenos Aires, al señor Ministro me presento y, en cumplimiento de expresas instrucciones de mi representada, respetuosamente EXPONGO:






Que mi mandante ha tomado conocimiento de que, en fecha 4 de enero de 2017, la Unión Obrera Metalúrgica de la República Argentina (UOMRA) y las cámaras empresarias CAMIMA (Cámara de la Pequeña y Mediana Industria Metalúrgica) y AFAC (Asociación de Fábricas Argentinas de Componentes) han suscripto un acuerdo en torno al reconocimiento de una gratificación voluntaria extraordinaria por única vez de $ 2000, que ha sido presentado ante esa autoridad en las actuaciones de la referencia.






Que el referido acuerdo se ha suscripto al margen de la unidad de negociación constituida para toda la actividad metalmecánica (con exclusión de la siderurgia), y sin la intervención del resto de las entidades patronales que conforman la representación empresaria plural en el seno de dicha unidad negocial, a saber: ADIMRA, la entidad que represento, la Cámara Argentina de la Industria del Aluminio y Metales Afines (CAIAMA), la Asociación de Fábricas Argentinas Terminales Electrónicas (AFARTE) y la Federación de Cámaras Industriales de Artefactos para el Hogar de la República Argentina (FEDEHOGAR).






Que si bien el acuerdo se suscribe “en el ámbito de representación funcional y territorial de cada una de las partes”, como no podría ser de otra manera (nadie puede ejercer una representación más extensa que la que posee), en otro tramo del mismo se establece, de modo improcedente y contradictoriamente, “que el presente acuerdo es de aplicación a las Ramas de Actividad Metalúrgica del CCT Nro. 260/75 representadas por las entidades firmantes, en todo el territorio nacional, comprensivo de la provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur”, con exclusión de las ramas Electrónica (8) y Autopartes (4) de dicha provincia” (sic, cláusula PRIMERA, último párrafo).






Que, en efecto, el párrafo transcripto en segundo término resulta improcedente y contrario a derecho, en cuanto al alcance del ámbito de aplicación del acuerdo que pretende establecer, porque ninguna de las cámaras firmantes (CAMIMA y AFAC) ejerce –ni puede ejercer- por sí sola, ni ambas en conjunto, la representación íntegra de ninguna rama de la actividad metalúrgica.





Ninguna rama de la actividad metalúrgica puede considerarse debidamente representada por la sola actuación de CAMIMA y AFAC.





La representatividad que pudieran invocar CAMIMA y AFAC, hasta ahora nunca demostrada con elementos objetivos tales como la cantidad de empresas afiliadas y de trabajadores ocupados por las mismas, y que han venido ejercitando en conjunto con las otras entidades que integran la representación empresaria plural en la unidad de negociación de la actividad metalúrgica, resulta en cualquier caso minoritaria en relación a entidades que, como mi mandante, reivindican y han demostrado ejercer la representación mayoritaria en todas las ramas de la actividad metalúrgica, por la cantidad de empresas y cámaras adheridas (57 cámaras regionales y sectoriales en todo el país) y de trabajadores que las mismas ocupan (remitimos al respecto a lo expuesto en Exptes. N° 1-2015-1456471, 1.501.755/12 y 1.527.490/12)





Por lo expuesto, mi parte viene a dejar expresamente expuesta su oposición a que el ámbito de aplicación del acuerdo se extienda a cualquiera de las ramas de la actividad metalúrgica, habida cuenta la insuficiencia de representación de las entidades patronales firmantes para otorgarle ese alcance. Asimismo, venimos a solicitar que, en ocasión de examinar la legitimidad del acuerdo a efectos de su eventual homologación, se delimite en forma precisa, con fundamento en la previa determinación objetiva del respectivo ámbito de representación de las entidades patronales firmantes, el alcance y eficacia jurídica del acuerdo suscripto, circunscribiendo su ámbito de vigencia a las empresas afiliadas y adheridas a las entidades firmantes, sin invadir el ámbito de representación de las restantes entidades patronales ni desbordar el propio.





Lo contrario implicaría una abierta vulneración de los derechos fundamentales de libertad sindical (uno de cuyos contenidos es el de negociación colectiva voluntaria) y autonomía colectiva de las entidades patronales que no firmaron el acuerdo, en la medida en que se pretendiera extender al ámbito de su representación un acuerdo que se negaron a suscribir.





En efecto, tal como lo explica la mejor doctrina, “es esencialmente necesario para cualquier sistema de negociaciones colectivas que la representación que el ordenamiento jurídico reconozca coincida con la realidad de ésta, de modo que el representante habilitado exteriorice o represente verdaderamente a quienes van a quedar obligados por el convenio que se celebre…, la exigencia de la representatividad de los negociadores hace al carácter de ´voluntarias´ que –para los obligados, debe entenderse- es preciso que tengan las negociaciones colectivas, de acuerdo con lo que reiteradamente establece el Convenio de la OIT sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva N° 98.” (cfr. RAMÍREZ BOSCO, Luis, “Sujetos de la negociación colectiva”, en “Relaciones Colectivas de Trabajo”, Ed. Rubinzal-Culzoni, 2007, Tomo II, pág.71/72).





Por tal razón, y para la remota hipótesis de que no se accediese a lo que aquí solicitado, formulamos las más amplias reservas de interponer los recursos administrativos y las vías de impugnación judicial que correspondan, incluyendo en su caso el remedio federal ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en salvaguarda de los derechos constitucionales de mi mandante a la libertad sindical y a la autonomía colectiva, que quedarían afectados en tal escenario (conf. Convenios 87 y 98 OIT; Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, art. 8.3; art. 75 inc. 22, Constitución Nacional).






Sin otro particular, saludamos al señor Ministro con la consideración más distinguida.

